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INFORME No. 71/13
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 11.480
ECUADOR

16 de julio de 2013
PRESUNTA VÍCTIMA:
Walter Alejandrino Arroba y otros
PETICIONARIOS:
Ángel Próspero Vargas López y Gustavo Larrea
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 4, 5, 7 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos

FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
8 de noviembre de 1994
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS
1. El 8 de noviembre de 1994 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una denuncia presentada por Ángel Próspero Vargas López y Gustavo Larrea (en adelante “los peticionarios”), a favor de Luis Mario Gaibor, Walter Alejandrino Arroba y otros (en adelante “las presuntas víctimas”), en la cual se alegó la responsabilidad internacional de la República del Ecuador (en adelante “el Estado”) por una serie de violaciones a los derechos humanos que habrían sido cometidas por parte del “Comité Pro-Defensa del Campesinado de Pangua” (en adelante “el Comité”), así como por la supuesta falta de investigación por parte de las autoridades estatales.
2. De acuerdo con los peticionarios, el 21 de mayo de 1993 el Ministerio de Bienestar Social habría otorgado personería Jurídica al Comité y a partir de esa fecha habrían iniciado una serie de abusos en contra de las presuntas víctimas.  Los peticionarios alegan que el Comité sería una organización paramilitar cuyos miembros habrían sido entrenados y dotados de armas por el Estado y que contaban con la participación del Teniente Político de la Parroquia Moraspungo, Cantón Pangua, Provincia de Cotopaxi.
3. Los peticionarios sostuvieron que el Comité habría asesinado y torturado, así como robado y extorsionado a varias personas.  Específicamente afirmaron que en 1993 los miembros del Comité habrían asesinado a Luis Mario Gaibor Camacho, allanado la morada de Ángel Prospero Vargas y amenazado a él, junto a sus tres hijos, de ser torturados y detenidos.  En 1994 habrían detenido, torturado y robado a Ángel Alfredo Oña; detenido y torturado a Carlos Alberto Ayala Segovia; detenido, torturado y ejecutado a Raúl Homero Jaramillo Villafuerte; secuestrado a Fernando Doger Sánchez; quemado la fábrica de aguardiente y casa habitación de Walter Alejandrino Arroba Carrera, a quien posteriormente habrían detenido de forma arbitraria y torturado; detenido y torturado a Luis Cevedeo Buenano; asesinado a Manuel María Salazar; y torturado y amenazado a Aníbal Oña y Raúl Jaramillo. 
4. Los peticionarios señalaron que, a pesar de las múltiples denuncias presentadas, no habrían obtenido respuesta alguna por parte del Estado ni se habría abierto investigación acerca del grupo paramilitar. 
II.
POSICIÓN DEL ESTADO
5. El 26 de julio de 1996 la Comisión recibió las observaciones del Estado mediante las cuales rechazó brevemente que tuviera alguna responsabilidad en acciones de ciudadanos comunes que, conforme al ordenamiento jurídico, pueden acarrear responsabilidad penal individual.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
6. El 8 de noviembre de 1994 la Comisión recibió la petición inicial, la registró bajo el número 11.480 y, tras efectuar un análisis preliminar, el 10 de mayo de 1995 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado para sus observaciones.  El 19 de septiembre de 1995 y el 11 de abril de 1996 la CIDH reiteró al Estado su solicitud de información en un plazo de 30 días, advirtiendo que de no recibirse dicha información, la Comisión consideraría la aplicación del artículo 42 de su Reglamento y se presumirían como ciertos los hechos argumentados por los peticionarios. 
7. El 26 de julio de 1996 la CIDH recibió la respuesta del Estado, la cual fue trasladada el 11 de septiembre de 1996 a los peticionarios para sus observaciones.  El 23 de diciembre de 1998 la Comisión solicitó a las partes información actualizada sobre el caso en un plazo de 45 días, advirtiendo a los peticionarios la posibilidad de archivar el caso.
8. El 14 de junio de 2001 la CIDH informó a los peticionarios que, conforme al Reglamento de la Comisión en esa época (reformado el 1 de mayo del 2001) el caso, estaría registrado como petición P11.480/2000 y que, de acuerdo al nuevo reglamento, la petición se convierte en “Caso” después de que se declare admisible por la Comisión; asimismo reiteró la solicitud de información en un plazo de 60 días, advirtiendo la suspensión de la consideración de la petición. 

9. El 11 de abril de 2003 la CIDH informó a los peticionarios que, en aplicación del artículo 37.3 del Reglamento de la Comisión, se había deferido el tratamiento de admisibilidad hasta el debate y decisión sobre el fondo y se había decidido abrir un caso con el numero 11.480; asimismo, solicitó observaciones adicionales sobre el fondo en un plazo de dos meses, conforme al artículo 38.1 del Reglamento de la Comisión.
10. El 5 de diciembre de 2003 la CIDH reiteró la solicitud de información respecto al fondo del caso y advirtió que de no recibirse respuesta la Comisión archivaría el caso.  En virtud de no haber recibido las observaciones adicionales sobre el fondo, ni tampoco información adicional por parte de los peticionarios, el 29 de agosto de 2011 y el 13 de abril de 2012 la Comisión reiteró la solicitud e indicó que de no recibirse dicha información en el plazo de un mes, la Comisión podría proceder a archivar el asunto.  Hasta la fecha, la CIDH no ha recibido más comunicación de los peticionarios que la petición inicial de noviembre de 1994. 
IV. FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
11. Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.  Asimismo, el artículo 42.1.b del Reglamento de la CIDH establece que, en cualquier momento del procedimiento, la Comisión Interamericana podrá archivar el expediente si no se cuenta con la información necesaria para alcanzar una decisión sobre el caso.
12. En el presente trámite los peticionarios no han presentado escritos adicionales a su petición inicial de 1994 y por lo tanto, no respondieron a la solicitud de información de la CIDH de: 11 de septiembre de 1996, 23 de diciembre de 1998, 14 de junio de 2001, 11 de abril de 2003, 5 de diciembre de 2003, 29 de agosto de 2011 y 13 de abril de 2012.  En tales circunstancias, no es posible avanzar con el análisis o determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que de conformidad al artículo 48.1.b de la Convención Americana así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición. 

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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